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PALABRAS PREVIAS 
El año 2005, al que corresponde la presente crónica jurídica, en términos 
generales, ha terminado con menos novedades legislativas de las que en un 
principio se esperaban o, al menos, de las dimensiones de las anunciadas. La 
Constitución Europea sometida a referéndum nacional y las reformas de los 
Estatutos de Autonomía parecían anunciar unas importantes modificaciones 
en nuestro ordenamiento jurídico, especialmente en lo relativo a la organi-
zación judicial. Más tarde, la realidad de los hechos no ha coincidido con las 
expectativas planteadas; la primera, por haber sufrido un evidente freno en 
su aprobación por parte de algunos miembros de la Unión Europea (aunque su 
entrada en vigor, en el mejor de los casos, hubiera sido para el año 2006); los 
segundos, por encontrarse aún en fase de discusión parlamentaria, cuando no 
de controvertido debate político. En relación con lo primero, hay que 
destacar que, por Ley Orgánica 1/2005, de 20 de mayo (BOE de 21), se autoriza 
la ratificación por España del Tratado por el que se establece una Constitución 
para Europa, firmado en Roma el 29 de octubre de 2004 (como se dice en su 
Exposición de Motivos, este texto que, como su propio nombre indica, tiene 
a un tiempo características de un tratado internacional y de una Constitución, 
consagra a la Unión Europea como una auténtica comunidad política que nace 
de la voluntad de los ciudadanos y de los Estados de Europa de construir un 
futuro común). 
Súmese a lo expuesto la tan reclamada nueva Ley de Enjuiciamiento 
Criminal y la anunciada reforma de la jurisdicción de menores. La necesidad 
de un texto procesal criminal de la democracia constituye a estas alturas una 
evidencia de tal magnitud que excusa de su explicación; todavía nos servimos 
del cuerpo legislativo de 1882, aunque, lógicamente, con numerosos y 
parciales añadidos. En cuanto a la modificación que se prepara del proceso 
penal del menor, baste recordar que la actual Ley Orgánica entró en vigor a 
principios del año 2001 y en tan corto espacio de tiempo ésta no es la primera 
reforma que sufrirá. En ambos casos estamos, pues, en presencia de una 
sorprendente técnica legislativa. 
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No obstante, se han dictado diversas disposiciones que afectan a nuestra 
disciplina, algunas incluso de cierta relevancia, que pasamos seguidamente 
a exponer. 
2. ORGANIZACIÓN DE TRIBUNALES 
2.1. Cuestiones generales 
Abundan las disposiciones (generalmente, de menor rango) referidas tanto 
a los órganos judiciales como al personal que desarrolla su tarea en los 
mismos, a los propios justiciables e, incluso, a aspectos de naturaleza política 
(estos últimos no afectan directamente a la organización judicial, pero tienen 
alguna relación con la Administración de Justicia en sentido amplio). 
A) Así, por Real Decreto 233/2005, de 4 de marzo (BOE de 17), se dispone 
la creación y constitución de Juzgados de Violencia sobre la Mujer correspon-
dientes a la programación del año 2005; a tal efecto, se crean 16 juzgados de 
dicha clase, atendiendo a las prioridades expuestas por el Consejo General del 
Poder Judicial en función del volumen de asuntos; como complemento de 
ello, la Orden del Ministerio de Justicia, de 19 de abril (BOE de 21), establece 
la fecha de entrada en funcionamiento de los citados nuevos órganos 
judiciales, consecuencia de la entrada en vigor de los Títulos IV y V de la Ley 
Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género. También, hay que mencionar el Acuerdo de 22 
de junio de 2005 (BOE de 28), del Pleno del Consejo General del Poder 
Judicial, complementario del adoptado el 27 de abril del mismo año, de 
compatibilización del conocimiento con carácter exclusivo de la materia 
relativa a la violencia sobre la mujer con el resto de las materias correspon-
dientes al orden civil y penal en determinados Juzgados de Instrucción o de 
Primera Instancia e Instrucción. Recuérdese que, en materia de delito, los 
nuevos órganos jurisdiccionales se limitan a la instrucción, no al enjuicia-
miento y fallo. 
B) Precisamente, sobre la violencia doméstica, el Real Decreto 513/2005, 
de 9 de mayo (BOE de 19), modifica el Real Decreto 355/2004, de 5 de marzo, 
por el que se regula el Registro central para la protección de las víctimas de 
la violencia doméstica. En su presentación se explica que el citado Registro 
estableció un sistema de coordinación según el cual los secretarios de los 
juzgados y tribunales deberán comunicar las órdenes de protección de las 
víctimas de violencia doméstica que se adopten y sus respectivas solicitudes 
a aquellos puntos de coordinación designados por la comunidad autónoma 
correspondiente, que constituirán el canal único de notificación de estas 
resoluciones a centros, unidades, organismos e instituciones competentes en 
materia de protección social en relación con estas víctimas. Pues bien, la 
implantación de un sistema de comunicaciones telemáticas aconseja que este 
modelo sea sustituido por otro más integrado de coordinación administrativa,  
que elimine las duplicidades en la transmisión de los datos y asegure una 
información actualizada, ágil y veraz. Parece incuestionable que esta tarea 
ha de verse notablemente favorecida si existe, coordinadamente y con las 
limitaciones que una información tan sensible aconseja, un acceso directo a 
la información contenida en el registro. Además, se hace innecesaria, por 
redundante, la comunicación desde el Registro central de protección de las 
víctimas de la violencia doméstica al Registro central de penados y rebeldes 
de las sentencias firmes en materia de violencia doméstica. También, la 
necesaria agilidad en la gestión procesal de juzgados y tribunales aconseja 
ampliar el acceso a la base de datos del registro a un funcionario especialmen-
te designado al efecto, sin perjuicio de la obligación del secretario de 
transmitir personalmente la información que debe operar en el registro. 
Estimamos que se ha dado un paso adelante, en aras de la eficacia y de la 
supresión de innecesarios trámites. 
C) En concreto, en lo referente a los Juzgados de Paz, la Orden JUS/2166/ 
2005, de 29 de junio (BOE de 8 de julio), dispone la publicación del Acuerdo 
de Consejo de Ministros por el que se fija el módulo para la distribución del 
crédito que figura en los Presupuestos Generales del Estado para el año 2005, 
destinado a subvencionar los gastos de funcionamiento de los citados órganos 
judiciales. Para ello se atiende al número de habitantes de derecho de los 
municipios. Algún día, pensamos, habrá que abordar de modo definitivo la 
justicia de paz en nuestro país. Mientras llega ese momento, hay que recurrir 
a soluciones como la expuesta. 
D) Por lo que se refiere a los profesionales de la Justicia, en la Comisión 
Permanente del Consejo General del Poder Judicial se han adoptado diversos 
Acuerdos resolviendo solicitudes presentadas por miembros de la Carrera 
Judicial sobre reconocimiento del mérito preferente del conocimiento oral y 
escrito del idioma y del Derecho Civil Especial o Foral propio de determinadas 
Comunidades Autónomas; así, entre otros, de fecha de 1 de marzo (BOE de 
10), de 22 de marzo (BOE de 4 de abril), de 12 de abril (BOE de 21), de 10 de 
mayo (BOE de 19), de 24 de mayo (BOE de 10 de junio), de 14 de junio (BOE 
de 24) y de 28 de junio (BOE de 11 de julio). Afectan, generalmente, a los 
idiomas gallego, catalán y valenciano, y al Derecho vasco, gallego, balear, 
catalán y valenciano. 
E) En cuanto a los procuradores, hemos de destacar algunos pronuncia-
mientos (todos ellos dictados a lo largo del año 2005, objeto de esta crónica) 
de nuestro Tribunal Supremo (Sala Tercera), declarando la nulidad de 
determinados preceptos, o parte de ellos, del Real decreto 1281/2002, de 5 
de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto General de los Procuradores 
de los Tribunales de España. De este modo, la sentencia de 21 de febrero (BOE 
de 25 de abril) anula los artículos 13 y 31; la sentencia de 28 febrero 
(igualmente, BOE de 25 de abril) declara la nulidad del apartado c) del 
artículo 67; la sentencia de 17 de junio (BOE de 8 de agosto) anula el apartado 
c) del artículo 8; y, por último, la sentencia de 28 de septiembre (BOE de 15 
de noviembre) declara nulos algunos incisos que afectan a los artículos 19,20, 
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38, 98, 108, 109, y 111 a 113, así como, en cuanto sean de aplicación directa 
a los Colegios Pertenecientes al ámbito autonómico, los siguientes artículos: 
20.1.c), 26.1 primer párrafo, 26.2, 61, 85 a 107, 114.2, 115.2, y 116 a 119. 
F) Sobre los justiciables, destaquemos que el 15 de diciembre de 2004 (BOE 
de 16 de febrero de 2005) nuestro país ratificó el Convenio sobre el acceso a 
la información, la participación del público en la toma de decisiones y el 
acceso a la justicia en materia de medio ambiente, hecho en Aarhus 
(Dinamarca), el 25 de junio de 1998. En el mismo se contempla el acceso de 
toda persona a la justicia, presentando el oportuno recurso ante un órgano 
judicial o ante otro órgano independiente e imparcial establecido por la ley, 
en un procedimiento rápido, gratuito o poco oneroso (artículo 9). Una 
medida, a nuestro juicio, en pro de la acción popular. Además, las Partes 
Contratantes podrán someter las controversias que surjan entre ellas a la 
decisión de la Corte Internacional de Justicia o al arbitraje (artículo 16). 
G) A continuación, incluimos unas materias que, como hemos calificado 
más arriba, pertenecen más al terreno político que al procesal. No obstante, 
consideramos de interés su mención. Así, la Generalidad de Cataluña recibe 
especial atención. El Real Decreto 800/2005, de 1 de julio (BOE de 15), amplía 
los medios traspasados por el Real Decreto 966/1990, de 20 de julio, en 
materia de provisión de medios materiales y económicos para el funciona-
miento de la Administración de Justicia, conforme al Acuerdo de la Comisión 
Mixta prevista en la disposición transitoria sexta del Estatuto de Autonomía 
de la citada comunidad autónoma. 
Igualmente, debemos citar la Orden JUS/345/2005, de 7 de febrero (BOE 
de 21), por la que se delegan competencias del Ministro de Justicia y se 
aprueban las delegaciones de competencias de otros órganos del citado 
ministerio. 
Por último, la Secretaría de Estado de Justicia convocó, por resolución de 
26 de abril (BOE de 23 de mayo), subvenciones para las asociaciones 
profesionales de fiscales y secretarios judiciales. La actual dependencia 
política de ambos cuerpos explica una convocatoria de este tipo. Se toma 
como justificación la afirmación de que las citadas asociaciones profesionales 
participan activamente en los proyectos de reforma de la Justicia, por lo que 
se persigue fomentar su intervención, siempre encaminada a la moderniza-
ción y mejora del servicio público de la misma. 
2.2. Jurisdicción y competencia 
A) En materia de violencia sobre la mujer, el Pleno del Consejo General del 
Poder Judicial, por Acuerdo de 25 de mayo de 2005 (BOE de 21 de junio), 
dispone que las Secciones Penales o Mixtas de las Audiencias Provinciales 
asuman con carácter exclusivo el conocimiento de dichos asuntos. En tal 
sentido, las Secciones Penales o Mixtas de determinadas Audiencias Provin-
ciales (en el citado acuerdo se adjunta una lista) asumirán con carácter 
exclusivo el conocimiento de las materias de violencia sobre la mujer en los  
términos del artículo 1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, y 
concretamente, y con tal carácter de exclusividad, el conocimiento de los 
recursos que establezca la Ley contra las resoluciones en materia penal 
dictadas por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y de las sentencias y 
recursos contra las resoluciones dictadas en las mismas materias por los 
Juzgados de lo Penal con sede en las provincias respectivas, asumiendo 
igualmente con el mismo carácter exclusivo el conocimiento de todos 
aquellos asuntos en que corresponda a la Audiencia Provincial el enjuicia-
miento en primera instancia de los procedimientos instruidos por los Juzgados 
de Violencia sobre la Mujer de las respectivas provincias, exceptuándose los 
juicios de la competencia del Tribunal del Jurado. A pesar de la explícita 
referencia del Acuerdo a asuntos penales, en el mismo también se dispone que 
las Secciones Civiles o Mixtas de algunas Audiencias Provinciales (igualmente, 
se recoge un listado) asumirán con carácter exclusivo el conocimiento de los 
recursos que establezca la Ley contra las resoluciones en materia civil 
dictadas por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de las provincias 
respectivas. Las Secciones especializadas extenderán en esta materia su 
competencia a todo su ámbito territorial, incluyendo el de las Secciones 
desplazadas. Sorprende que dicha especialización no se predique de los 
Juzgados de lo Penal, que conocen de la mayor parte de los asuntos en primera 
instancia. 
B) En un terreno no muy diferente a éste, la Ley Orgánica 3/2005, de 8 de 
julio (BOE de 9), modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, para perseguir extraterritorialmente la práctica de la mutilación 
genital femenina. Con buen criterio, en su Exposición de Motivos se afirma que 
los Estados miembros de la Unión Europea, cuyas Constituciones reconocen 
el derecho a la integridad personal, tanto física como mental, como un 
derecho fundamental, se han visto enfrentados a un fenómeno de exportación 
de la práctica de mutilaciones genitales femeninas debido a la inmigración de 
personas procedentes de países donde estas prácticas constituyen una 
costumbre aún en vigor. En esta línea se inscribe la presente Ley Orgánica al 
posibilitar la persecución extraterritorial de la práctica de la mutilación 
genital femenina cuando la comisión del delito se realiza en el extranjero, 
como sucede en la mayor parte de los casos, aprovechando viajes o estancias 
en los países de origen de quienes se encuentran en nuestro país. En 
consecuencia, se añade un nuevo epígrafe g) al apartado 4 del artículo 23 de 
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en el sentido de que 
será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos come-
tidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de 
tipificarse, según la ley penal española, como alguno de los siguientes delitos: 
...g) Los relativos a la mutilación genital femenina, siempre que los respon-
sables se encuentren en España. Nuestra valoración positiva no admite la 
menor duda, amén de estimar que ello constituye una medida a favor de la 
persecución universal de determinadas conductas penales. 
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2.3. Asistencia jurídica gratuita 
Dos son las disposiciones dictadas en relación con esta materia. Una, 
afecta a la Ley; otra, al Reglamento. 
A) La primera, en referencia con las especialidades de los litigios 
transfronterizos civiles y mercantiles en la Unión Europea. De este modo, por 
Ley 16/2005, de 18 de julio (BOE de 19), se modifica la Ley 1/1996, de 10 de 
enero, de asistencia jurídica gratuita. 
La propia Exposición de Motivos explica que la apertura que para los países 
de la Unión Europea ha supuesto la consagración de un mercado único en el 
que circulan libremente personas, mercancías, servicios y capitales podría 
considerarse incompleta si no fuera acompañada de un sistema de garantías 
que asegurase a los ciudadanos europeos la tutela de sus derechos en dicho 
ámbito. Es por ello que la tutela judicial efectiva que consagra el artículo 24 
CE, así como el artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea, debe también extenderse a los litigios transfronterizos 
originados por el funcionamiento del mercado único. 
Esta tutela judicial efectiva tiene una importante manifestación en la 
llamada justicia gratuita, cuyo sentido último obedece a la necesidad de que 
la carencia de recursos económicos no actúe como filtro de las posibilidades 
de acceso a la Justicia por parte de los ciudadanos. Por ello, debe modificarse 
la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, para incorporar 
a nuestro ordenamiento jurídico la Directiva 2003/8/CE del Consejo, de 27 de 
enero de 2003, destinada a mejorar el acceso a la justicia en los litigios 
transfronterizos mediante el establecimiento de reglas mínimas comunes 
relativas a la justicia gratuita para dichos litigios. 
Por esta Ley, se ajusta el texto de la Ley de asistencia jurídica gratuita a 
la doctrina constitucional recogida en la Sentencia 95/2003, de 22 de mayo. 
También, se modifica la misma para incluir en su ámbito de aplicación a las 
personas con discapacidad y a quienes las tengan a su cargo, así como a las 
asociaciones que tengan como finalidad la protección de personas con 
discapacidad. 
En cuanto a la mencionada Directiva, ésta responde al propósito de la 
Unión Europea (Tampere, 1999) de instaurar unas normas mínimas que 
garanticen un nivel adecuado de justicia gratuita para los asuntos 
transfronterizos en el conjunto de la Unión. Litigios en los que la parte que 
solicita la justicia gratuita está domiciliada en un Estado miembro distinto de 
aquel otro Estado miembro donde se halle el Tribunal competente para su 
conocimiento o en el que deba ejecutarse la resolución. Es decir, se amplía 
el reconocimiento de este derecho a los nacionales de terceros países que 
residan legalmente en uno de los Estados miembros. Recuérdese que los 
nacionales de los demás Estados miembros de la Unión Europea ya tenían 
acceso gratuito a la justicia en España, aunque no residan en ella, y que la 
Sentencia del Tribunal Constitucional 95/2003, de 22 de mayo, declaró  
inconstitucional el hecho de que tal beneficio se concediera únicamente a los 
extranjeros que residieran legalmente en España. 
B) La segunda, igualmente acertada, como exigencia de la Ley Orgánica 1/ 
2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género. En efecto, dicha Ley modifica el apartado 5 del artículo 
3 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, 
excluyendo la necesidad de acreditar previamente la carencia de recursos 
económicos por parte de las víctimas de violencia de género que soliciten 
asistencia jurídica gratuita, así como la inmediatez en la prestación de dicha 
asistencia. 
A su vez, la citada Ley Orgánica 1/2004 extiende el derecho a todos los 
procesos y procedimientos administrativos que tengan causa directa o 
indirecta en la violencia padecida, estableciendo además que en estos 
supuestos una misma dirección letrada asumirá la defensa de las víctimas y 
que este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de falleci-
miento de la víctima. Igualmente, la misma Ley Orgánica dispone que, en todo 
caso, se garantizará la defensa jurídica gratuita y especializada de forma 
inmediata a todas las víctimas de violencia de género que lo soliciten, sin 
perjuicio de que si no se les reconoce posteriormente el derecho a esa 
asistencia deberán abonar al abogado los honorarios devengados por su 
intervención. En consecuencia, este nuevo régimen singular y privilegiado de 
ejercicio de estos derechos, como se califica en la presentación de la nueva 
normativa reformadora, hace necesario proceder a la modificación del 
Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita, aprobado por Real Decreto 996/ 
2003, de 25 de julio, lo que ahora se hace por el Real Decreto 1455/2005, de 
2 de diciembre (BOE de 17). 
2.4. Unidades procesales de apoyo directo 
El Ministerio de Justicia, por Orden JUS/3244/2005, de 18 de octubre (BOE 
de 20), determina la dotación básica de las unidades procesales de apoyo 
directo a los órganos judiciales. 
Recordemos, en consonancia con la presentación de la resolución, que la 
Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, introdujo en el Libro V la regulación 
de la nueva oficina judicial y los aspectos estatutarios, funcionales y 
orgánicos más relevantes del Cuerpo de Secretarios Judiciales. El nuevo 
diseño de oficina judicial, definida como la organización de carácter instru-
mental que de forma exclusiva presta soporte y apoyo a la actividad 
jurisdiccional, nació con el propósito claro de garantizar con su funcionamien-
to la independencia del poder al que sirve, racionalizando al mismo tiempo 
los medios que utiliza. 
En efecto, según resulta conocido, y así lo reitera el correspondiente 
órgano del ejecutivo, la oficina judicial comprende tanto a las unidades 
procesales de apoyo directo como a los servicios comunes procesales. Las 
288.  tos rti 	tos Crónica Juridka is tense/Derecho Procesal 
primeras han de asumir la asistencia directa a los jueces y magistrados en el 
ejercicio de las funciones que les son propias, realizando las actuaciones 
necesarias para el exacto y eficaz cumplimiento de cuantas resoluciones 
dicten. Han de existir tantas unidades procesales de apoyo directo como 
juzgados o, en su caso, salas o secciones de tribunales estén creados y en 
funcionamiento y constituyen, junto a sus titulares, el respectivo órgano 
judicial. Lógicamente, como consecuencia del carácter único del poder 
judicial al que sirve, la estructura básica de la oficina judicial ha de ser 
homogénea en todo el territorio nacional. 
Conforme establecen los apartados uno y dos del artículo dos de esta Orden 
Ministerial, las dotaciones básicas comprenden los puestos de trabajo míni-
mos que deben integrarse en una unidad procesal de apoyo directo para 
garantizar el correcto funcionamiento del órgano jurisdiccional al que 
presten servicios. La dotación básica de las unidades procesales de apoyo 
directo a los órganos jurisdiccionales está integrada por puestos de trabajo 
reservados a funcionarios de los siguientes Cuerpos al servicio de la Adminis-
tración de Justicia: a) Cuerpo de Secretarios Judiciales; b) Cuerpo de Gestión 
Procesal y Administrativa; c) Cuerpo de Tramitación Procesal y Administra-
tiva. 
Por su parte, la disposición transitoria única dispone que la actual 
estructura de juzgados y tribunales y los actuales puestos de trabajo 
desempeñados por el personal al servicio de la Administración de Justicia 
quedarán suprimidos a medida que entre en funcionamiento el nuevo modelo 
de oficina judicial previsto en la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, 
de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial y sean aprobadas las 
relaciones de puestos de trabajo de los centros de destino en los que se vaya 
produciendo el proceso de acoplamiento a la nueva oficina judicial. 
2.5. Régimen disciplinario del personal al servicio de los tribuna-
les 
Por Real Decreto 796/2005, de 1 de julio (BOE de 23), se aprueba el 
Reglamento general de régimen disciplinario del personal al servicio de la 
Administración de Justicia, aunando en una misma norma el régimen discipli-
nario de diferentes grupos de funcionarios, de conformidad con la nueva 
estructura diseñada por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de 
reforma de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, que 
regula en el libro VI todo lo referente a los cuerpos de funcionarios y otro 
personal al servicio de dicha Administración. 
La finalidad de esta norma, como explica el propio Real Decreto en sus 
palabras a modo de presentación, no es otra que la aprobación del reglamento 
del régimen disciplinario de los funcionarios a los que se refiere el mencio-
nado libro VI de la antedicha Ley Orgánica, conformando así su ámbito 
objetivo: Cuerpos de Médicos Forenses, Facultativos del Instituto Nacional de 
Toxicología y Ciencias Forenses, de Gestión Procesal y Administrativa, de 
Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses, de Tramitación Procesal y Administrativa, de Auxilio Judicial y de 
Ayudantes de Laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses, y otro personal al servicio de la Administración de Justicia. 
Lógicamente, el reglamento no es de aplicación a los secretarios judicia-
les, cuyo régimen se integra en el Reglamento Orgánico de su propio Cuerpo, 
si bien están sujetos a responsabilidad disciplinaria en los supuestos y de 
acuerdo con los principios que se establecen en el libro VI LOPJ para los 
funcionarios de los cuerpos al servicio de la Administración de Justicia y serán 
objeto de iguales sanciones. 
Será aplicable con carácter supletorio lo dispuesto en la normativa que 
regula el régimen disciplinario de los funcionarios de la Administración del 
Estado. 
El nuevo reglamento también será de aplicación a los funcionarios 
interinos que desarrollen funciones propias de los cuerpos enumerados más 
arriba, así como a los funcionarios en prácticas que participen en procesos de 
selección para acceder a ellos (artículo 2.2). 
Por otra parte, el procedimiento disciplinario reconoce al funcionario 
expedientado, además de los recogidos en el artículo 35 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, los siguientes derechos: a) a la 
presunción de inocencia; b) a ser notificado del nombramiento del instructor 
y secretario, así como a recusarles; c) a ser notificado de los hechos 
imputados, de la infracción que constituyan y de las sanciones que, en su caso, 
puedan imponerse, así como de la resolución sancionadora; d) a formular 
alegaciones; e) a proponer cuantas pruebas sean adecuadas para la determi-
nación de los hechos; f) a poder actuar en el procedimiento asistido de letrado 
o de los representantes sindicales que determine (artículo 3). 
No falta, además, la regulación de la concurrencia de responsabilidad 
patrimonial o penal (artículo 4), de las comunicaciones a los órganos de 
representación de los funcionarios (artículo 5), de las faltas disciplinarias 
(artículos 6 a 9), de las personas responsables (artículo 10), de las sanciones 
disciplinarias (artículos 11 a 15), de la extinción de la responsabilidad 
disciplinaria (artículos 16 a 19) y del procedimiento disciplinario, con sus 
diversas etapas (artículos 20 a 42). 
2.6. Actuaciones judiciales 
Dos son las disposiciones dignas de mención en el presente apartado. 
A) Conforme a la primera, por Acuerdo Reglamentario 1/2005, de 27 de 
abril (BOE de 7 de mayo), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, 
se modifica el Reglamento 5/1995, de 7 de junio, de los aspectos accesorios 
de las actuaciones judiciales. Según su Exposición de Motivos, la próxima 
entrada en vigor de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género, cuya disposición final 
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cuarta habilita al CGPJ para, en el plazo de seis meses, dictar los reglamentos 
necesarios para la ordenación de los señalamientos, adecuación de los 
servicios de guardia a la existencia de los nuevos Juzgados de Violencia sobre 
la Mujer y la coordinación de la Policía Judicial con los referidos Juzgados, 
obliga abordar de manera urgente la modificación de los preceptos del 
vigente Reglamento de Aspectos Accesorios de las Actuaciones Judiciales que 
regulan el servicio de guardia y, concretamente, las funciones y actuaciones 
que son objeto de dicho servicio, así como la coordinación entre los Juzgados 
y la Policía Judicial. 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley, se incluye y regula 
como objeto del servicio de guardia, además de cualquier actuación de carácter 
urgente e inaplazable atribuida a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y de 
la regularización de la situación personal de los detenidos por delitos cuyo 
conocimiento corresponde a dichos Juzgados, la resolución de las solicitudes de 
adopción de las órdenes de protección de las víctimas de dichos delitos. En 
consecuencia, se modifican los artículos 40 y 47 del Reglamento 5/1995, de 7 de 
junio, de los Aspectos Accesorios de las Actuaciones Judiciales. 
B) Sin embargo, más tarde, el Pleno del Consejo General del Poder Judicial 
adoptó un Acuerdo, de fecha de 15 de septiembre de 2005 (BOE de 27), por 
el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las 
actuaciones judiciales. En su Exposición de Motivos se explica que ello es 
debido a las numerosas y profundas reformas introducidas en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial por la Ley Orgánica 19/2003. Nota común a las diferentes 
materias que se regulan en este Reglamento es que todas ellas pueden 
calificarse como accesorias de las actuaciones judiciales, accesoriedad que 
posibilita la intervención normativa del Reglamento, habida cuenta que todos 
los aspectos esenciales y propios de aquéllas están reservados a la Ley, 
siendo, por tanto, materia vedada a la potestad reglamentaria. En el mismo 
se regulan aspectos tan variados como publicidad de las actuaciones, 
publicación de las resoluciones judiciales, habilitación de días y horas, 
fijación de las horas de audiencia pública, constitución de los órganos 
judiciales fuera de su sede, especialización de los órganos judiciales, reparto 
de asuntos y ponencias, servicio de guardia, cooperación jurisdiccional, 
establecimiento y gestión de los ficheros automatizados bajo la responsabi-
lidad de los órganos judiciales, sistemas informáticos de la Administración de 
Justicia, y Servicios Comunes. 
2.7. Plan de Transparencia Judicial 
Por Resolución de 28 de octubre de 2005 (BOE de 1 de noviembre), de la 
Secretaría de Estado de justicia, se dispone la publicación del Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 21 de octubre de 2005, por el que se aprueba el Plan 
de Transparencia Judicial, conforme a lo previsto por el artículo 14 de la Ley 
15/2003, de 26 de mayo, reguladora del régimen retributivo de las carreras 
judicial y fiscal. 
Hay que tener en cuenta, como se explicita al principio del citado acuerdo, 
que el Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia suscrito el 28 de mayo 
de 2001 contempló en su apartado 13 la preparación de una Carta de Derechos 
de los Ciudadanos ante la Justicia, que debía atender a los principios de 
transparencia, información y atención adecuada y establecer los derechos de 
los usuarios de la Justicia. La Comisión de Seguimiento del Pacto de Estado 
redactó por acuerdo unánime de todos sus integrantes dicha Carta de 
Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia, que fue aprobada por el Pleno 
del Congreso de los Diputados en su sesión del día 22 de abril de 2002 como 
Proposición no de Ley. 
Se trata —continúa diciendo—, según allí se exponía y se mantiene ahora, 
de conseguir una Justicia moderna y abierta a los ciudadanos a la par que 
responsable ante ellos, dejando claro que los ciudadanos podrán formular sus 
quejas y sugerencias sobre el funcionamiento de la Justicia y exigir, en caso 
necesario, las reparaciones a que hubiera lugar. Se concebía y defiende para 
ello una Justicia transparente, comprensible, atenta con el ciudadano, 
responsable ante él, ágil y tecnológicamente avanzada y, por fin, protectora 
de los más débiles (víctimas del delito, menores, discapacitados, extranjeros 
que se hallen en situación de vulnerabilidad o riesgo de exclusión social). 
Debe tenerse presente que el título 1 de la Carta de Derechos proclamaba que 
el ciudadano tiene derecho a recibir información general y actualizada sobre el 
funcionamiento de los juzgados y tribunales y sobre las características y 
requisitos genéricos de los distintos procedimientos judiciales, y a tal fin declara 
que se impulsará la creación y dotación material de oficinas de Atención al 
Ciudadano, asegurando su implantación en todo el territorio nacional. 
Dentro de tal objetivo de transparencia y de modo concreto se recoge el 
derecho de los ciudadanos a conocer el contenido actualizado de las leyes 
españolas y de la Unión Europea mediante un sistema electrónico de datos 
fácilmente accesible; el derecho a conocer el contenido y estado de los 
procesos en los que tengan interés legítimo de acuerdo con lo dispuesto en las 
leyes procesales; el acceso por los interesados a los documentos, libros, 
archivos y registros judiciales que no tengan carácter reservado; y la 
necesaria motivación por las autoridades y funcionarios de la denegación de 
acceso a una información de carácter procesal. 
Al objetivo de conseguir una Justicia transparente, en palabras literales de 
la explicación política del acuerdo en cuestión, se sumaba además la 
necesidad de obtener una Justicia comprensible para los ciudadanos, expo-
niéndose de modo concreto el catálogo de derechos relativos a los términos 
de las notificaciones, citaciones, emplazamientos y requerimientos, al 
lenguaje a utilizar en las vistas y comparecencias, a la sintaxis e inteligibilidad 
de las sentencias y demás resoluciones judiciales y a la disposición gratuita 
de los formularios necesarios para el ejercicio de los derechos ante los 
tribunales cuando no sea preceptiva la intervención de Abogado y Procurador. 
En este sentido, como oportunamente se explica, la Ley 15/2003, de 26 de 
mayo, reguladora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal, vino 
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a consagrar el objetivo general de transparencia proclamado en la Carta de 
Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia, articulándolo a través de un 
instrumento técnico destacadamente novedoso en nuestro ordenamiento 
jurídico y obediente al firme propósito de desterrar definitivamente la 
opacidad informativa que dificulta el seguimiento de la actividad jurisdiccio-
nal. Tal instrumento no era otro que el Plan de Transparencia Judicial, a 
través del cual las Cortes Generales, el Gobierno, las Comunidades Autóno-
mas, el Consejo General del Poder Judicial y los propios ciudadanos deberían 
tener a su disposición una herramienta de información continua, rigurosa y 
contrastada acerca de la actividad y la carga de trabajo de todos los órganos 
jurisdiccionales del Estado, lo que a su vez permitiría el tratamiento 
estadístico y su aplicación en todo tipo de procesos de planificación y 
modernización de la Administración de Justicia, enlazando así con uno de los 
grandes ejes programáticos del Pacto de Estado para la Reforma de la 
Justicia, al que hicimos referencia más arriba. 
De modo concreto —continúa la presentación justificativa del Acuerdo del 
comentado Plan de Transparencia Judicial— establecía el apartado 1 del 
artículo 14 de la Ley 15/2003 que ese Plan constituye una herramienta básica 
de las Administraciones públicas y del Consejo General del Poder Judicial para 
la planificación, desarrollo y ejecución de las políticas públicas relativas a la 
Administración de Justicia y, en particular, para las siguientes finalidades: 
a) El desarrollo del programa legislativo del Estado en materia procesal. 
b) La planificación presupuestaria en materia de retribuciones de los 
miembros de la carrera judicial, así como sobre los recursos humanos y 
materiales al servicio de la Administración de Justicia. 
c) La actualización y modificación de la organización judicial. 
d) El funcionamiento de los servicios de inspección sobre los juzgados y 
tribunales. 
El Plan de Transparencia Judicial atiende, con detenido tratamiento, a los 
aspectos y materias siguientes: razones del mismo, objetivos, principios, 
instrumentos, estadística judicial, buenas prácticas procesales, comunica-
ciones e información, registros de la Administración de Justicia, arquitectura 
judicial, Ministerio Fiscal y Secretario Judicial, modernización del lenguaje 
jurídico, quejas, reclamaciones y sugerencias de los ciudadanos, y coopera-
ción jurídica internacional. Aspectos que, como puede observarse, afectan 
tanto a materias meramente técnicas y de organización material, como a 
cuestiones de funcionamiento y, lo que resulta más llamativo, a personal 
interviniente en la Administración de Justicia (fiscales y fedatarios), que 
incomprensiblemente son tratados de manera conjunta con los anteriores. 
2.8. Consejo General del Poder Judicial 
A) El Tribunal Constitucional, por providencia de 19 de abril de 2005 (BOE 
de 27), ha admitido a trámite el recurso de inconstitucionalidad número 
2169/2005, promovido por más de 50 Diputados del Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso, en relación con la Ley Orgánica 2/2004, de 28 de 
diciembre (BOE de 29), por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 
de julio, del Poder Judicial. 
Recuérdese que dicha reforma afecta a la competencia del Pleno del 
Consejo General del Poder Judicial (artículo 127 LOPJ), en particular a la 
propuesta de nombramiento por mayoría de tres quintos de sus miembros 
para determinados cargos (Presidente del Tribunal Supremo, miembros del 
Tribunal Constitucional, etcétera), con lo que se pasó de una mayoría simple 
exigida con anterioridad a otra nueva cualificada y que desató, en su 
momento, gran debate político. 
B) Por otra parte, por Acuerdo de 23 de noviembre de 2005 (BOE de 19 de 
diciembre; corrección de errores en el BOE de 27), el Pleno del Consejo 
General del Poder Judicial aprueba el Reglamento 2/2005, de honores, 
tratamientos y protocolo en los actos judiciales solemnes. 
Al respecto, resulta suficientemente explicativo el Preámbulo del Acuer-
do, que, aun no en su totalidad, exponemos seguidamente. Mediante este 
Reglamento, el Consejo General del Poder Judicial pretende colmar lo que, 
hasta este momento, ha constituido una importante laguna jurídica, la 
organización del protocolo en los actos del propio Consejo y de los órganos de 
gobierno del Poder Judicial, contribuyendo a su vez a mejorar la imagen y 
representación del propio Poder Judicial. 
La regulación de los honores, los tratamientos y el protocolo no constituye 
en puridad una cuestión de imagen, sino ante todo, de adecuada ubicación del 
Poder Judicial, de sus integrantes y órganos de gobierno en el seno de las 
relaciones institucionales, haciendo posible la plasmación visual del rango y 
régimen constitucional del Poder Judicial y su solemnidad y respetabilidad 
como Poder del Estado, ante los ciudadanos y el resto de los Poderes e 
Instituciones. 
A diferencia de otros poderes del Estado y de las Administraciones 
Públicas, el Consejo General del Poder Judicial y los restantes órganos de 
gobierno de la Justicia han carecido hasta ahora de un régimen jurídico 
específico que regule esta materia, fuera de las normas contenidas en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, en ocasiones excesivamente amplias. Tal 
carencia ha sido suplida con una esforzada interpretación de sus previsiones 
y acudiendo a la costumbre, cuando no a la improvisación. Resultaba por tanto 
necesario dictar unas normas que unifiquen criterios, resuelvan dudas y gocen 
de una razonable flexibilidad para regular cada acto en función de las 
circunstancias. 
Naturalmente, como con acierto declara el Consejo General del Poder 
Judicial, se ha procurado también evitar que su aplicación alcance al 
desarrollo de los actos estrictamente jurisdiccionales, por tratarse de un 
ámbito en el que, en propiedad, no rige norma protocolaria alguna sino las 
leyes procesales, excepción hecha del Título IV. 
Aquí se introduce la novedad de un trato específico a favor de aquellos 
Jueces y Magistrados ya jubilados, con la finalidad de que puedan mantener 
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el tratamiento honorífico, aún cuando se haya extinguido su relación de 
servicios. 
También, se parte de la diferenciación a efectos protocolarios entre actos 
judiciales solemnes y actos gubernativos judiciales. Los primeros son los 
organizados por el Consejo General del Poder Judicial y por los demás órganos 
de gobierno del Poder Judicial, y respecto de los cuales se contemplan 
aspectos relativos a la ordenación de las precedencias y cuestiones de 
carácter general, no referidas a actos concretos, si bien se da un tratamiento 
especial al acto de apertura de Tribunales, así como al tradicional acto de 
entrega de despachos a los nuevos jueces. Se incluye como novedad la 
previsión de un acto específico para los que ingresan en la Carrera Judicial por 
la categoría de Magistrado. 
Sobre los actos gubernativos judiciales, se regulan los que tienen esa 
significación en cuanto se anuda a los mismos, no un valor puramente 
simbólico, sino también una relevancia normativa. Se trata de actos con 
especial previsión normativa, que se desarrollan en el ámbito de los órganos 
de gobierno interno, como son los de jura o promesa y toma de posesión. La 
regulación viene a recoger lo que constituyen hoy prácticas habituales, si bien 
unificando y aclarando los aspectos más controvertidos. 
2.9. Tribunal Constitucional 
Por Acuerdo de 20 de enero de 2005 (BOE de 25), el Pleno de este órgano 
regula la sustitución de Magistrados a los efectos previstos en el artículo 14 
de su Ley Orgánica reguladora (precepto referido a la exigencia de determi-
nados miembros para adoptar acuerdos). A tal efecto, la sustitución de 
Magistrados se adecuará a las siguientes reglas: A) Salas. Si no hubiere 
Magistrados suficientes para formar Sala, ésta se integrará con Magistrados 
miembros de la otra Sala, por orden de menor antigüedad y, si ésta fuere 
igual, de menor edad; B) Secciones. Si no hubiere Magistrados suficientes para 
formar Sección, ésta se integrará con Magistrados miembros de la Sala 
correspondiente, o, en su defecto, de la otra Sala, siempre conforme al orden 
establecido en la regla anterior. 
2.10. Consejo Fiscal 
Por Real Decreto 232/2005, de 4 de marzo (BOE de 17), se modifica el Real 
Decreto 437/1983, de 9 de febrero, sobre constitución y funcionamiento del 
Consejo Fiscal. 
Hay que recordar que la Ley 14/2003, de 26 de mayo, modificó el Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal, aprobado por la Ley 50/1981, de 30 de 
diciembre. La nueva Ley fortalece al Consejo Fiscal como órgano de represen-
tación de la carrera fiscal y mantiene su composición como órgano de 
extracción corporativa, pero —en palabras del legislador— lo hace más 
democrático y flexible al suprimir la representación por categorías y jefatu- 
ras. La citada Ley, en su artículo 14, encomienda expresamente a una norma 
reglamentaria la determinación del proceso de elección de los miembros de 
dicho Consejo. 
Continúa afirmándose que la importancia de las funciones del Consejo 
Fiscal exige abordar las medidas normativas que permitan llevar a cabo los 
procesos electorales necesarios para su constitución con la mayor brevedad 
posible. Regulado el proceso electoral por el Real Decreto 437/1983, de 9 de 
febrero, sobre constitución y funcionamiento del Consejo Fiscal, en el 
presente Real Decreto se ha optado por introducir las oportunas modificacio-
nes, derivadas de dicha Ley. 
A tal fin, se da nueva redacción a determinados preceptos del Real Decreto 
437/1983, de 9 de febrero, sobre constitución y funcionamiento del Consejo 
Fiscal, que son los siguientes: artículos 1 a 3, 5, 10, 13 a 23, 25, 26, 29 y 30. 
Llama la atención, entre otros aspectos, el hecho de que las candidaturas sean 
abiertas y combinables entre sí de modo que cada votante pueda ejercer 
libremente su derecho a voto sin sujetarse a listas cerradas (artículo 17), lo 
que nos merece una opinión favorable. Además, será requisito indispensable 
para la validez de una candidatura que los candidatos que la integran sean 
propuestos bien por una asociación profesional de fiscales, bien por no menos 
de 45 miembros del Ministerio Fiscal, con derecho a voto y no pertenecientes 
a algunas de las asociaciones que presenten candidatura (artículo 18); con 
ello, de modo en cierta manera parecido a las elecciones para miembros del 
Consejo General del Poder Judicial, se pretende evitar la candidatura 
personal sin respaldo alguno del estamento profesional. 
3. DERECHO PROCESAL CIVIL 
3.1. Separación y divorcio 
Por Ley 15/2005, de 8 de julio (9 de julio), se modifican el Código Civil y 
la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio. 
Recuérdese que la Ley 30/1981, de 7 de julio, modificó la regulación del 
matrimonio en el Código Civil, así como el procedimiento seguido en las causas 
de nulidad, separación y divorcio. Su vigencia ha durado aproximadamente un 
cuarto de siglo. El legislador explica que el evidente cambio producido en el 
modo de concebir las relaciones de pareja en nuestra sociedad motiva esta 
reforma, que pretende que la libertad, como valor superior de nuestro 
ordenamiento jurídico, tenga su más adecuado reflejo en el matrimonio. Con 
esta ley se persigue ampliar el ámbito de libertad de los cónyuges en lo relativo 
al ejercicio de la facultad de solicitar la disolución de la relación matrimonial. 
Así, el ejercicio de su derecho a no continuar casado no se hace depender de la 
demostración de la concurrencia de causa alguna, pues la causa determinante 
no es más que el fin de esa voluntad expresada en su solicitud, ni, desde luego, 
de una previa e ineludible situación de separación. 
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En consecuencia, se modifican determinados preceptos del Código Civil 
(artículos 68, 81, 82, 86, 87, 92, 97, 103, 834, 835, 837, 840, 945, disposición 
adicional y disposición transitoria), de los que destacaremos los contenidos 
de repercusión procesal más directa. De este modo, se decretará judicial-
mente la separación, cualquiera que sea la forma de celebración del 
matrimonio: 1.° A petición de ambos cónyuges o de uno con el consentimiento 
del otro, una vez transcurridos tres meses desde la celebración del matrimo-
nio. A la demanda se acompañará una propuesta de convenio regulador 
redactada conforme al artículo 90 de este Código; 2.° A petición de uno de los 
cónyuges, una vez transcurridos tres meses desde la celebración del matrimo-
nio. No será preciso el transcurso de este plazo para la interposición de la 
demanda cuando se acredite la existencia de un riesgo para la vida, la 
integridad física, la libertad, la integridad moral o libertad e indemnidad 
sexual del cónyuge demandante o de los hijos de ambos o de cualquiera de 
los miembros del matrimonio. A la demanda se acompañará propuesta 
fundada de las medidas que hayan de regular los efectos derivados de la 
separación (artículo 81). 
La reconciliación pone término al procedimiento de separación y deja sin 
efecto ulterior lo resuelto en él, pero ambos cónyuges separadamente 
deberán ponerlo en conocimiento del Juez que entienda o haya entendido en 
el litigio (párrafo primero del artículo 84). 
Se decretará judicialmente el divorcio, cualquiera que sea la forma de 
celebración del matrimonio, a petición de uno solo de los cónyuges, de ambos 
o de uno con el consentimiento del otro, cuando concurran los requisitos y 
circunstancias exigidos en el artículo 81 (artículo 86). 
En lo relativo a los procesos pendientes de resolución, se distinguen tres 
supuestos, a saber: 1. Los procesos de separación o de divorcio iniciados con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta ley continuarán sustanciándose 
durante la instancia conforme a las normas procesales vigentes en la fecha de 
la presentación de la demanda; 2. Lo dispuesto en el artículo primero, en 
cuanto a las causas de separación y divorcio y en cuanto al plazo mínimo para 
interponer la acción a contar desde la fecha de celebración del matrimonio, 
será de aplicación a los procesos que estén tramitándose en el momento de 
su entrada en vigor. A este efecto, se otorgará a las partes un plazo común 
extraordinario de cinco días para que soliciten el divorcio y aleguen cuanto 
a su derecho convenga. El Juez resolverá las alegaciones formuladas dentro 
del tercer día; 3. Si la entrada en vigor de la ley tuviera lugar durante el plazo 
para dictar sentencia, lo previsto en el artículo primero, en cuanto a las 
causas de separación y divorcio y en cuanto al plazo mínimo para interponer 
la acción a contar desde la fecha de celebración del matrimonio, será de 
aplicación a la resolución del litigio. En este caso, el Juez, previa suspensión 
del plazo para dictar sentencia, acordará otorgar a las partes un plazo común 
extraordinario de cinco días para que soliciten y aleguen cuanto a su derecho 
convenga (disposición transitoria única). 
También, se reforma la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
en otros preceptos (artículos 770, 771, 775 y 777). Llama la atención la 
disposición final tercera, según la cual el Gobierno remitirá a las Cortes un 
proyecto de ley sobre mediación basada en los principios establecidos en las 
disposiciones de la Unión Europea, y en todo caso en los de voluntariedad, 
imparcialidad, neutralidad y confidencialidad y en el respeto a los servicios 
de mediación creados por las Comunidades Autónomas. 
3.2. Resoluciones concursales 
A) En un ámbito bien diferente, hemos de atender al Real Decreto 685/ 
2005, de 10 de junio.(BOE de 11), sobre publicidad de resoluciones concursales 
y por el que se modifica el Reglamento del Registro Mercantil, aprobado por 
el Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, en materia de publicidad registral 
de las resoluciones concursales. 
Sabido es que la adecuada publicidad del concurso de acreedores tiene 
gran importancia para el cumplimiento de los fines de la institución concursal, 
en palabras introductorias del propio Real Decreto. El mismo afirma que es 
tan legítimo como razonable el propósito de asegurar mediante una única 
plataforma técnico-informática la transparencia informativa y la divulgación 
estadística más completas posibles de toda la información concursal relevan-
te para el tráfico. Mal servicio prestaría a la seguridad jurídica y a la 
transparencia el diseño adicional de otro registro (y éste muy parcial, dado 
el menguado contenido específico que determina el artículo 198 de la Ley 22/ 
2003, de 9 de j ulio) con que complicar aún más el fragmentado y desarticulado 
panorama registral español. Se pretende que la publicidad sea coherente y 
útil para los interesados; y se pretende también que, a través de un 
coordinado sistema de publicidad, las resoluciones judiciales más significa-
tivas del concurso de acreedores puedan difundirse por medios telemáticos, 
informáticos y electrónicos, en la forma que reglamentariamente se deter-
mine, como señala de modo expreso la ley, garantizando, al mismo tiempo, 
la seguridad y la integridad de las comunicaciones. 
En lugar de organizar un nuevo registro, como se añade en la misma 
presentación, en este Real Decreto se diseña un procedimiento que asegura 
una publicidad coordinada de toda la información concursal relevante (no 
sólo la de las resoluciones que declaren concursados culpables y acuerden la 
designación o inhabilitación de los administradores concursales) cualquiera 
que sea la naturaleza o forma jurídica del concursado, persona física o 
jurídica, fuera o no inscribible dicho concursado en el Registro Mercantil. A 
tal fin, se da carta de naturaleza a dos portales distintos en Internet: el portal 
gestionado por el Colegio de Registradores de la Propiedad, Bienes Muebles 
y Mercantiles de España, en donde se publican las resoluciones concursales 
inscribibles en los registros de personas, y el portal bajo la responsabilidad del 
Ministerio de Justicia, que informa del contenido de las resoluciones concursales 
referidas en el artículo 198 de la Ley 22/2003, de 9 de julio. 
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Lo expuesto, no sólo garantiza el acceso público y gratuito en equivalentes 
condiciones a sendos sistemas de publicidad legal en Internet de las resolu-
ciones concursales, sino que también asegura su coordinación. La articulación 
de ambos sistemas registrales se consigue mediante el diseño de un circuito 
de transferencia de información que parte del correspondiente órgano 
jurisdiccional, pasa por la oficina local del Registro Mercantil que procesa y 
tramita la información judicial y llega a la unidad central encargada de la 
gestión del portal. Para conseguir que pueda procesarse toda la información 
concursal (no sólo la inscribible en el Registro Mercantil), se añade una nueva 
función al elenco de las funciones registrales enumeradas en el artículo 2 del 
Reglamento del Registro Mercantil, aprobado por el Real Decreto 1784/1996, 
de 19 de julio. En efecto, la pluralidad de registros públicos o, si se prefiere, 
la fragmentación de la publicidad registral de personas jurídicas (registros 
central y autonómicos de fundaciones, asociaciones, cooperativas, socieda-
des agrarias de transformación, etc.), ha aconsejado articular a través del 
Registro Mercantil la inserción en la red de las resoluciones concursales que 
recaigan en procedimientos judiciales de personas que no sean inscribibles en 
dicho registro. Se ha optado por una solución pragmática que respete 
escrupulosamente las distintas competencias en la materia y asegure la 
obtención de la información en la fuente misma, a través del duplicado de la 
resolución que el secretario judicial tiene la obligación de remitir al registra-
dor mercantil del domicilio del concursado para que éste proceda a la 
correspondiente inserción en el sistema de publicidad que se instaura. 
Además de modificarse el Reglamento del Registro Mercantil, se enco-
mienda la efectiva prestación de este nuevo servicio público de difusión y 
publicidad de la información concursal al Colegio de Registradores de la 
Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España que dispone de la 
capacidad operativa necesaria para ello y, en todo caso, asume cualquier 
coste económico que pudiera conllevar su aplicación. 
B) Más tarde, precisamente en desarrollo y aplicación del Real Decreto 
685/2005, de 10 de junio, sobre publicidad de resoluciones concursales y por 
el que se modifica el Reglamento del Registro Mercantil, aprobado por el Real 
Decreto 1784/1996, de 19 de julio, en materia de publicidad registral de las 
resoluciones concursales, el Ministerio de Justicia dicta la Orden JUS /3473 / 
2005, de 8 de noviembre (BOE de 9), sobre difusión y publicidad de las 
resoluciones concursales a través de Internet. Esta Orden Ministerial tiene por 
objeto determinar la estructura, el contenido y la fecha de entrada en 
funcionamiento del portal de Internet, sobre publicidad de resoluciones 
concursales. 
A tal efecto, se establece que el portal se alojará en Internet en un sitio 
habilitado al efecto bajo el nombre de dominio registrado 
«publicidadconcursal.es». El citado portal se construirá con la denominación 
de «Registro Público de Resoluciones Concursales». La finalidad del portal es 
permitir un acceso unificado a toda la información relevante de las situacio-
nes concursales en una única plataforma técnico-informática pública. Será  
accesible tanto desde el portal del Ministerio de Justicia como desde el portal 
del Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles 
de España. 
El portal se ofrecerá en los idiomas castellano, catalán, euskera, gallego 
y valenciano. Sus contenidos se estructurarán en las tres secciones previstas 
en el artículo 4 del Real Decreto 685/2005, de 10 de junio, y en la sección 
especial de edictos concursales prevista en el artículo 324.4 del reglamento 
del Registro Mercantil. 
Salvo en los casos de información reservada a los órganos jurisdiccionales, el 
portal en Internet será de acceso permanente, público y gratuito, sin que se 
requiera justificar o manifestar interés legítimo alguno, que se presume en el 
solicitante de la información. Por su parte, la publicidad de las sentencias de 
calificación que aún no sean firmes estará restringida a los titulares de los 
órganos jurisdiccionales que podrán interesar la información a través del 
Secretario judicial, mediante petición telemática que sólo se atenderá previa 
comprobación de la identidad y legitimidad de los solicitantes de la información. 
El portal entrará en funcionamiento el día uno de diciembre de 2005. A 
partir de esa fecha, el Secretario del Juzgado, o el de la Audiencia, remitirán 
el testimonio de las resoluciones o el correspondiente duplicado a que se 
refiere el párrafo primero del artículo 9.2 del Real Decreto 685/2005, de 10 
de junio, al Registrador Mercantil correspondiente al domicilio del concursa-
do. La remisión podrá ser telemática y autorizada con la firma electrónica 
reconocida del Secretario judicial. A partir de ese día quedará habilitada en 
el portal la sección de edictos concursales. El oficio con el edicto en que se 
determinará el plazo de mantenimiento del anuncio y sus destinatarios se 
remitirá al encargado del portal por el procurador o directamente por el 
Secretario del Juzgado. 
3.3. Publicidad ilícita 
Tampoco debemos olvidar que, en otra materia bien distinta, cual es la 
relativa a la violencia doméstica (que abordamos más adelante, en el 
apartado referente al Derecho procesal penal), por Real Decreto 237/2005, 
de 4 de marzo (BOE de 8), se dispone que la persona titular de la Delegación 
Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer estará legitimada 
ante los órganos jurisdiccionales para ejercitar la acción de cesación y 
rectificación de la publicidad ilícita por utilizar en forma vejatoria la imagen 
de las mujeres, en los términos previstos en la Ley 34/1988, de 11 de 
noviembre, General de Publicidad. 
4. DERECHO PROCESAL CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
De obligada mención resulta la sentencia de 28 de junio de 2005 (publicada 
en el BOE de 10 de octubre), de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, fijando 
doctrina legal sobre la suspensión del procedimiento por prejudicialidad. 
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En efecto, en el recurso de casación en interés de ley n.° 6/2004, 
interpuesto por la representación del Ayuntamiento de Puig-Reig y del 
Organismo de Gestión Tributaria de la Diputación de Barcelona, la Sala 
Tercera (Sección Segunda) del Tribunal Supremo dictó sentencia en el sentido 
de estimar el recurso de casación en interés de ley, interpuesto por la citada 
representación, contra la sentencia de fecha 7 de octubre de 2003, dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Cataluña, Sección Primera, en el recurso de apelación núm. 85/03, 
declarando como doctrina legal que «la suspensión del procedimiento por 
prejudicialidad prevista en el artículo 43 de la Ley de Enjuiciamiento Civil no 
es supletoriamente aplicable a la jurisdicción contencioso-administrativa en 
aquellos supuestos en los que la cuestión previa a dilucidar consiste en la 
determinación sobre la legalidad o validez de una disposición de carácter 
general de rango reglamentario». 
5. DERECHO PROCESAL PENAL 
5.1. Violencia sobre la mujer 
En la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección 
integral contra la violencia de género, se creó la Delegación Especial del 
Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, adscrita al Ministerio de Trabajo 
y Asuntos Sociales. Pues bien, por Real Decreto 237/2005, de 4 de marzo (BOE 
de 8), se establecen el rango y las funciones de la citada Delegación. En su 
artículo primero se dispone que la persona titular de esta Delegación estará 
legitimada ante los órganos jurisdiccionales para intervenir en defensa de los 
derechos y de los intereses tutelados en la LO 1/2004, en colaboración y 
coordinación con las Administraciones públicas con competencias en la 
materia (en concreto, se menciona la acción de cesación y rectificación de la 
publicidad ilícita por utilizar en forma vejatoria la imagen de las mujeres, en 
los términos previstos en la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad). 
5.2. Audiencia del condenado en apelación 
De manifiesto interés resulta la STC 14/2005, de 31 de enero (BOE de 3 de 
marzo), de su Sala Segunda, en relación con la condena en apelación en el 
proceso penal sin haber celebrado vista pública. 
El demandante' te de amparo alega la vulneración del derecho a un proceso 
con todas las garantías (apartado dos del artículo 24 de la Constitución), ya 
que la condena en segunda instancia se basó en una nueva valoración por la 
Sala de las pruebas de confesión y de testigos practicadas en el acto del j uicio, 
sin haber celebrado previa vista en el recurso de apelación, ni escuchado a 
las partes y a los testigos. 
De acuerdo con el fundamento jurídico dos, el enjuiciamiento del Tribunal 
ha de comenzar por la denunciada vulneración del derecho a un proceso con 
todas las garantías, como consecuencia de que la Audiencia Provincial haya 
revocado la sentencia absolutoria dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
e Instrucción con base en una distinta valoración de las pruebas personales 
(confesión y testificales) practicadas ante el Juez a quo sin haberse celebrado 
vista en el recurso de apelación. 
A este respecto, el Tribunal Constitucional recuerda la doctrina iniciada 
en la STC 167/2002, de 18 de septiembre, y reiterada en numerosas 
sentencias posteriores, conforme a la cual, más recientemente, en la STC 
200/2004, de 15 de noviembre, dicho órgano ha declarado que la revocación 
en segunda instancia de una sentencia penal absolutoria y su sustitución por 
una condenatoria, tras realizar una nueva valoración y ponderación de los 
testimonios de los acusados y testigos en los que se fundamenta el relato de 
hechos probados y la condena, requiere inexorablemente que la nueva 
valoración de estos medios de prueba se efectúe con un examen directo y 
personal de los acusados y testigos en un debate público en el que se respete 
la posibilidad de contradicción. 
En el fundamento jurídico tres se añade que la aplicación de la doctrina 
constitucional reseñada al presente caso ha de conducir a estimar producida 
la denunciada vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías 
(artículo 24.2 del vigente texto constitucional), ya que la Audiencia Provincial 
ha condenado al recurrente en amparo, tras revocar la sentencia absolutoria 
dictada en primera instancia y modificar el relato de hechos probados, sobre 
la base de una nueva valoración y ponderación de las declaraciones del 
denunciado, del denunciante y de los testigos prestadas en el acto del juicio 
ante el Juez de Instrucción, sin celebrar vista pública en la apelación, pese 
a haber sido expresamente solicitada, y sin oírlos personalmente. 
El citado fundamento continúa diciendo que, en efecto, como se ha 
reflejado en los antecedentes, el órgano judicial de primera instancia 
absolvió al demandante de amparo de la falta de lesiones de la que se le 
acusaba al entender, con base en las declaraciones del denunciante, denun-
ciado y de los testigos, que había sido el denunciante y no el demandante de 
amparo quien había provocado el incidente entre ambos, y que éste simple-
mente reaccionó a la provocación. Se afirma así en la sentencia, a partir de 
las declaraciones de los testigos, que «el único insulto que se escuchó 
procedió del denunciante, quien llamó ignorante al denunciado, coincidiendo 
ambos testigos en que aquél abofeteó a éste, reconociendo el denunciante 
que con posterioridad a levantar la mano recibió un puñetazo en la cara». Con 
base en las referidas declaraciones el Juzgado consideró que existía en «la 
conducta de ambos implicados un dolo eventual, que les hace asumir la 
responsabilidad en la producción de un riesgo, como es el daño a su integridad 
física, siendo quizás más acusado en la conducta del denunciante que es quien 
comienza a ejecutar los actos ofensivos», por lo que, al no apreciar ánimo 
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lesivo alguno en la conducta del denunciado y ahora demandante de amparo, 
le absuelve de la falta de lesiones de la que venía siendo acusado. 
Por su parte, conforme explica el Tribunal Constitucional en el mismo 
fundamento jurídico, la Audiencia Provincial en su sentencia de apelación, en 
la que estimó por error en la valoración de la prueba el recurso interpuesto 
por el denunciante contra la sentencia de instancia, modificó el relato de 
hechos probados de la sentencia recurrida, considerando en síntesis, con base 
en las declaraciones del denunciante, denunciado y de los testigos prestadas 
en el acto del juicio ante el Juez de Instrucción, que había sido el denunciado 
y ahora recurrente en amparo «el provocador del incidente vertiendo un vaso 
de líquido sobre la cabeza del otro (y que), después de recibir una bofetada 
que es reacción lógica y proporcionada a tal acción, propinó a Enrique 
(denunciante) un fuerte golpe de puño sobre el ojo izquierdo haciéndole caer 
al suelo, lo que evidencia el ánimo de lesionar teniendo en cuenta además las 
características y edad de cada uno de los que discutían». 
Por consiguiente, concluye el Tribunal Constitucional, «resulta evidente que 
la Audiencia Provincial se pronunció sobre la culpabilidad del ahora recurrente 
en amparo, absuelto en primera instancia, sobre la base de una nueva valoración 
de la prueba de confesión y testifical practicada en el acto del juicio, sin celebrar 
vista pública en la apelación y, por tanto, sin oír personalmente al denunciante, 
al denunciado y a los testigos, de modo que con dicho proceder vulneró el 
derecho del demandante de amparo a un proceso con todas las garantías. La 
revisión y corrección de la valoración y ponderación de los testimonios del 
denunciante, del denunciado y de los testigos, con base en los cuales la Audiencia 
Provincial efectuó la modificación de los hechos probados y fundó la condena del 
solicitante de amparo, requería, de acuerdo con la doctrina constitucional 
reseñada en el fundamento jurídico anterior, la celebración de vista pública y 
oír personalmente a aquéllos». 
El acertado fallo estima la demanda de amparo interpuesta y, en su virtud, 
decide: 1.° Declarar vulnerado el derecho del recurrente en amparo a un 
proceso con todas las garantías (artículo 24.2 CE). 2.° Restablecerlo en su 
derecho y, a tal fin, anular la sentencia de la Audiencia Provincial, recaída en 
el recurso de apelación interpuesto contra la dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia e Instrucción, retrotrayendo las actuaciones al momento 
inmediatamente anterior al de dictarse la mencionada sentencia, a fin de que 
se dicte una nueva sentencia respetuosa con el derecho fundamental 
vulnerado.. 
5.3. Prescripción 
Igualmente, resulta de notable importancia la STC 63/2005, de 14 de 
marzo (BOE de 19 de abril), de su Sala Segunda, en la que se otorga el amparo 
solicitado y que contiene dos votos particulares. 
En su fundamento jurídico tres, a modo de introducción a la problemática 
planteada, se afirma que, de acuerdo con la doctrina del propio TC, la  
decisión judicial por la que se desestima una pretensión de prescripción del 
delito no puede, pues, limitarse a una simple verificación o cómputo del 
tiempo transcurrido desde la comisión del hecho delictivo en cuestión, ni a 
un mero cotejo de ese lapso temporal con el plazo de prescripción legalmente 
establecido, sino que, al afectar a los derechos fundamentales a la libertad 
y a la legalidad penal de quien invoca esta causa extintiva de la responsabi-
lidad penal, debe contener un razonamiento expresivo de los elementos 
tomados en cuenta por el órgano judicial al interpretar las normas relativas 
a esta institución —que, por otra parte, distan mucho de ser diáfanas—, en el 
entendimiento de que esa interpretación debe estar presidida por la ratio 
legis o fin de protección de dichas normas. De manera que no resultará 
suficiente un razonamiento exclusivamente atento a no sobrepasar los límites 
marcados por el tenor literal de los preceptos aplicables, sino que es exigible 
una argumentación axiológica que sea respetuosa con los fines perseguidos 
por el instituto de la prescripción penal. 
Salta a la vista —añade el Tribunal Constitucional en el fundamento 
jurídico cuatro de la comentada resolución— que lo que el establecimiento de 
un plazo temporal para que el Estado pueda proceder a perseguir los delitos 
persigue a su vez es que no se produzca una latencia sine die de la amenaza 
penal que genere inseguridad en los ciudadanos respecto del calendario de 
exigencia de responsabilidad por hechos cometidos en un pasado más o menos 
remoto... Los plazos de prescripción responden pues, esencialmente, a un 
deseo de aproximación del momento de la comisión del delito al momento de 
imposición de la pena legalmente prevista, dado que sólo así pueden 
satisfacerse adecuada y eficazmente las finalidades anteriormente mencio-
nadas. Ni que decir tiene que ese deseo conlleva una incitación a los órganos 
judiciales y a los acusadores públicos y privados a actuar diligentemente a fin 
de no demorar el inicio de la persecución penal. La diligencia del Juez y de 
la parte acusadora es también, por consiguiente, una de las finalidades que 
con carácter inmediato persigue la prescripción penal, en el entendimiento 
de que toda negligencia de uno y otra conduce a favorecer al supuesto 
delincuente con la eventual impunidad de su conducta. 
Por su parte, en el siguiente fundamento jurídico, el citado órgano 
constitucional declara que esta voluntad claramente manifestada por el 
legislador penal de que el ejercicio del ius puniendi se constriña a un marco 
temporal preestablecido se vería contrariada de considerarse que, para 
estimar interrumpido el plazo de prescripción en cada caso señalado, basta 
con la simple presentación de una denuncia o de una querella sin necesidad 
de que para ello medie acto alguno de interposición judicial... Si, a partir de 
un punto de vista estrictamente lingüístico, cupiera mantener —lo que ya de 
por sí resulta discutible— que el precepto legal, al establecer que la 
prescripción «se interrumpirá, quedando sin efecto el tiempo transcurrido, 
cuando el procedimiento se dirija contra el culpable, comenzando a correr de 
nuevo el término de la prescripción desde que se paralice el procedimiento 
o termine sin condena», permite que dicho efecto interruptivo se produzca 
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con la simple interposición de una denuncia o de una querella, tal conclusión 
no resulta, por el contrario, sostenible desde el punto de vista axiológico que, 
conforme a la exigencia de aplicación del canon reforzado de motivación, ha 
de presidir el examen de la interpretación judicial en cuestión... La propia 
esencia de la prescripción penal determina que el plazo de la misma sea 
indisponible para las partes actuantes en un procedimiento penal, toda vez 
que lo que prescribe no es la acción penal para perseguir el delito sino el delito 
mismo, lo que sólo puede suceder por intermedio de la persecución estatal, 
esto es, mediante la omisión, en el plazo que en cada caso venga legalmente 
establecido, del imprescindible acto de interposición judicial que supone 
trámite imprescindible para el ejercicio del ius puniendi. 
Dicho de otra manera, el establecimiento de un plazo de prescripción de 
los delitos y faltas no obedece a una voluntad de limitar temporalmente el 
ejercicio de la acción penal por denunciantes y querellantes (configuración 
procesal de la prescripción), sino a la voluntad inequívocamente expresada 
por el legislador penal de limitar temporalmente el ejercicio del ius puniendi 
por parte del Estado en atención a la consideración de que el simple 
transcurso del tiempo disminuye las necesidades de respuesta penal (confi-
guración material de la prescripción), dado que la imposición de una pena 
carecería de sentido por haberse ya perdido el recuerdo del delito por parte 
de la colectividad e incluso por parte de su autor, posiblemente transformado 
en otra persona... La naturaleza y prohibición de interpretaciones restrictivas 
de la prescripción quedarían contradichas si, en seguimiento de una interpre-
tación del artículo 132.2 CP, se alcanzara la conclusión de que basta con la 
presentación de una denuncia o de una querella para interrumpir el plazo de 
prescripción legalmente establecido, sin necesidad de que medie al respecto 
intervención judicial alguna. Pues si bien es cierto que los denunciantes o 
querellantes tienen un tiempo limitado para el ejercicio de su derecho a 
entablar la acción penal, y que ese plazo coincide con el establecido para el 
ejercicio del ius puniendi por parte del Estado, ello no debe hacer olvidar que 
los que están obligados a poner en marcha el instrumento penal en el indicado 
plazo son los órganos judiciales, pues sólo ellos son titulares del ius puniendi 
en representación del Estado (fundamento jurídico seis). 
La interpretación de la expresión legal «cuando el procedimiento se dirija 
contra el culpable», llevada a sus últimos extremos, conduce a tener que 
reconocer el efecto interruptivo de la prescripción de aquellas querellas y 
denuncias (incluso anónimas) que, presentadas dentro del plazo de prescripción, 
se hayan visto posteriormente olvidadas durante años (consciente o negligente-
mente) por sus propios impulsores o por los órganos judiciales, haciendo así 
ilusorios los plazos de prescripción legalmente establecidos, cuya verdadera 
esencia no es de carácter procesal sino material, al afectar los mismos a derechos 
fundamentales constitucionalmente protegidos, venir imbricados en la teoría de 
los fines de la pena y cumplir, entre otras funciones, la de garantizar la seguridad 
jurídica del justiciable que no puede ser sometido a un proceso penal más allá 
de un tiempo razonable (fundamento jurídico siete). 
En conclusión, lo único que con la prescripción se establece firmemente 
es la existencia de un único plazo, común a las partes acusadoras y al órgano 
judicial, para que dentro del mismo respectivamente insten la incoación del 
procedimiento penal y lo inicien, dirigiéndolo contra una persona determina-
da o determinable... Ello significa, ciertamente, que quien desee ejercer una 
acción penal no puede esperar hasta el último día del plazo de prescripción 
previsto para presentar la correspondiente querella o denuncia, pues tal 
entendimiento supondría tanto como dejar a los órganos judiciales sin plazo 
útil para decidir y, en consecuencia, que necesariamente hubieran de 
decretar la prescripción de los hechos delictivos en su caso denunciados. Se 
impone, así, pues, un cierto deber de diligencia a las partes. Pero también se 
le impone al juez, al exigirle el dictado de una resolución favorable o 
desfavorable a dichas pretensiones en ese mismo plazo preclusivo, so pena de 
que, de no hacerlo, haya de declarar extinguida la responsabilidad penal del 
denunciado por motivo de prescripción, sin perjuicio de que, en su caso, 
hubiera de afrontar además las correspondientes responsabilidades penales, 
disciplinarias o meramente pecuniarias que pudieran derivarse de un retraso 
injustificado en la administración de justicia (fundamento jurídico nueve). 
5.4. Ejecución de penas, de medidas de seguridad y suspensión 
Por Real Decreto 515/2005, de 6 de mayo (BOE de 7), se establecen las 
circunstancias de ejecución de las penas de trabajos en beneficio de la 
comunidad y de localización permanente, de determinadas medidas de 
seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de las penas privativas 
de libertad. 
La ausencia de desarrollo reglamentario de la ejecución de las medidas de 
seguridad, de la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad 
y de la pena de localización permanente, más la necesidad de modificar la 
ejecución de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad para adaptarla 
a la reforma del Código Penal, hecha por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de 
noviembre, motiva que este Real Decreto reordene la actividad penitenciaria 
con la finalidad de atender, según el legislador, con los medios disponibles en 
la actualidad, a la puesta en práctica más eficaz de la citada reforma. 
Lógicamente, esta norma se limita exclusivamente a regular la asignación de 
funciones que corresponden a los servicios sociales penitenciarios en relación 
con esta materia, ya que corresponde al legislador la asignación de funciones 
a jueces y magistrados. 
Por ello, este Real Decreto persigue la regulación de las actuaciones que 
debe realizar la Administración penitenciaria para hacer efectivo el cumpli-
miento de las penas de localización permanente y de trabajos en beneficio de 
la comunidad, de determinadas medidas de seguridad, así como de la 
suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad (artículo 1). 
A los efectos de esta normativa, según el artículo 2, se entenderá por: 
  
Crónica Jurídica Hispalense✓Derecho Procesal 
  
José de los S. Martín Ostos 
   
  
107 
   
    
a) Trabajos en beneficio de la comunidad: la pena privativa de derechos, 
que no podrá imponerse sin el consentimiento del penado, y que le obliga a 
prestar su cooperación no retribuida en determinadas actividades de utilidad 
pública, que podrán consistir, en relación con delitos de similar naturaleza al 
cometido por el penado, en labores de reparación de los daños causados o de 
apoyo o asistencia a las víctimas. 
b) Localización permanente: la pena privativa de libertad que obliga al 
penado a permanecer en su domicilio o en un lugar determinado fijado por el 
juez en la sentencia. 
c) Servicios sociales penitenciarios: las unidades administrativas depen-
dientes de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias a las que se 
encomienda el cumplimiento del objetivo de acción social que la Ley Orgánica 
1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, atribuye a la Adminis-
tración penitenciaria o, en su caso, las correspondientes de las comunidades 
autónomas que hayan recibido los traspasos en materia de ejecución de la 
legislación penitenciaria. 
d) Establecimientos penitenciarios: aquellos centros de la Administración 
penitenciaria destinados al cumplimiento de las penas y de las medidas de 
seguridad privativas de libertad. 
A continuación, se regulan las distintas materias objeto de la normativa 
comentada. Así, el capítulo II se refiere al cumplimiento de la pena de 
trabajos en beneficio de la comunidad (abordándose aspectos tales como 
comunicación de la resolución judicial, determinación de los puestos de 
trabajo, entrevista y selección de trabajo, jornada, horario e indemnizaciones, 
seguimiento y control, incidencias durante el cumplimiento, información 
general y particular, informe final, y seguridad social y prevención de riesgos 
laborales); el capítulo III está dedicado al cumplimiento de la pena de 
localización permanente (en él se contemplan: comunicación de la resolución 
judicial, definición del plan de ejecución, seguimiento y control, e informe 
final); el capítulo IV, sobre la suspensión de la ejecución de penas privativas 
de libertad, contiene una regulación similar al anterior; lo mismo sucede con 
el capítulo V, referido al cumplimiento de determinadas medidas de seguri-
dad; por último, el capítulo VI, reúne una serie de disposiciones comunes. De 
acuerdo con la única disposición derogatoria, queda derogado expresamente 
el Real Decreto 690/1996, de 26 de abril, por el que se establecen las 
circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la 
comunidad y arrestos de fin de semana. 
5.5. Convenio de asistencia judicial penal entre España y Argelia 
Por Instrumento de 8 de marzo de 2005 (BOE de 17), se ratifica el Convenio 
relativo a la asistencia judicial en materia penal entre el Reino de España y 
la República Argelina Democrática y Popular. La asistencia judicial compren-
derá, en particular, la notificación de documentos, la entrega de objetos, el 
cumplimiento de actos de procedimiento, tales como la audición de testigos  
y expertos, registros y embargos, y cualquier otra forma de asistencia 
permitida por la legislación del Estado requerido. A tal efecto, se contempla 
la ejecución de comisiones rogatorias, la comparecencia de testigos y peritos, 
el traslado temporal de personas detenidas, la inmunidad del testigo y del 
perito, los gastos de la asistencia judicial y el intercambio de certificados de 
antecedentes penales. 
